
 

Pacto por el acceso a la justicia de las mujeres de los 

Montes de María 

Zambrano, 6 de septiembre de 2025  

 

Nosotras, mujeres campesinas, indígenas, afrodescendientes y afrocampesinas junto a 

nuestras comunidades y aliadas, nos reunimos para afirmar nuestra voluntad de caminar 

juntas en la construcción de una justicia que reconozca nuestras voces, nuestros saberes 

y nuestras luchas históricas por el acceso a la tierra, garantías para permanecer 

dignamente en el territorio, el cuidado colectivo del agua, la posibilidad de ejercer la 

autonomía alimentaria y el buen vivir. 

Reconocemos que el acceso real y efectivo a la justicia es un derecho fundamental y una 

condición para el cuidado de la vida, la dignidad y la libertad de nuestros pueblos. 

Entendemos la justicia no sólo como la resolución de conflictos, sino como un camino para 

garantizar el buen vivir —ese equilibrio entre las personas, la naturaleza y la comunidad— 

que nos legaron nuestras ancestras. 

 

Nos comprometemos a: 

1. Defender el derecho de las mujeres a acceder a la justicia sin discriminación, 
violencia o represalias, asegurando espacios seguros, interculturales y respetuosos 
de nuestras formas propias de resolución de conflictos. 

2. Promover mecanismos de justicia con enfoque de cuidado, que protejan la 
integridad física, emocional y espiritual de las mujeres y de sus comunidades, 
reconociendo las labores de cuidado como parte fundamental del tejido social. 

3. Respetar y fortalecer las jurisdicciones especiales y nuestras formas propias de 
justicia de los pueblos indígenas y afrodescendientes, garantizando que dialoguen 
en igualdad con la justicia ordinaria y la justicia agraria y rural. 

4. Exigir la presencia activa y pertinente de la justicia agraria y rural en los territorios, 
con operadores capacitados en enfoque étnico, de género, territorial, del ciclo de 
vida y diferencial qué respete las corporalidades diversas y las neurodivergencias.  

5. Fomentar la protección de las defensoras de derechos humanos, lideresas, 
conciliadoras en equidad y autoridades propias, reconociendo su rol esencial en la 
preservación de la vida comunitaria y del territorio. 



 

6. Promover procesos de formación jurídica y política para las mujeres rurales, que 
fortalezcan su autonomía, liderazgo y participación en la toma de decisiones. 

7. Cuidar la tierra, el agua y el territorio como base material y espiritual de la justicia y 
del buen vivir, denunciando y enfrentando toda forma de despojo y violencia 
ambiental, que al final es una violencia a nuestro cuerpo territorio. 

 

Nuestro llamado: 

8. A nuestros compañeros de vida, de comunidad y organización, campesinos, 
indígenas, afrodescendientes y afrocampesinos, para que transformen sus prácticas 
machistas y violentas en los espacios organizativos, en los hogares y en la 
comunidad, pues para las mujeres la justicia implica poder gozar espacios libres de 
violencias, nuestro reconocimiento como sujetas políticas, la redistribución del 
trabajo del cuidado, igualdad y equidad en la toma de decisiones territoriales y la en 
la resolución de conflictos.  

9. Convocamos a las instituciones del Estado, a las organizaciones sociales, a las 
autoridades propias y a la comunidad internacional a sumarse a este pacto, no como 
un compromiso simbólico, sino como una acción constante, con recursos, voluntad 
política y respeto por nuestra autodeterminación. 

10. Reafirmamos que la seguridad en la tenencia de la tierra es fundamental para el 
acceso a la justicia: sin tierra no tenemos qué defender, sin territorio no hay futuro 
que cuidar. Garantizar el derecho a la tierra para las mujeres y sus comunidades es 
condición indispensable para construir una justicia con raíces profundas en el buen 
vivir. 

11. Buscamos que ustedes como institucionalidad garanticen la participación y 
representación directa de nuestras defensoras de la tierra, el agua y las mujeres en 
los procesos de justicia agraria y rural, y en la instalación de esta nueva jurisdicción.  

12. Exigimos la armonización de derechos para el acceso a la justicia y la tierra, 
abandonando la jerarquización de sujetas y sujetos populares del campo; de manera 
que los pueblos indígenas, afrodescendientes, campesinas, personas, organizadas 
y no organizadas, les sean garantizados sus derechos en condiciones de igualdad 
y dignidad.  

13. Así mismo, es preciso asegurar la armonización territorial entre veredas, 
corregimientos, centros poblados, y las múltiples figuras de ordenamiento territorial 
que coexisten en los Montes de María.  

14. También convocamos al Consejo Superior de la Judicatura, Consejo de Estado, 
Corte Suprema de Justicia, Ministerio de Justicia y del Derecho, Ministerio de 
Agricultura, e instituciones asociadas a la JAR, a asegurar y promover el 
reconocimiento y legitimación de los mecanismos alternativos para la resolución de 
conflictos.  



 

15. Finalmente, exigimos el reconocimiento de los derechos individuales y colectivos del 
campesinado, entendiendo el rol fundamental que cumple en la construcción de una 
justicia agraria y rural.  
 

Nuestra palabra: 

Firmamos este pacto conscientes de que la justicia no es un favor, sino un derecho, y que 

el cuidado y el buen vivir de nuestras comunidades son la raíz de un país con dignidad, 

paz y esperanza. 

 

Este pacto fue elaborado a partir de múltiples ideas y sentires de mujeres de San Juan 

Nepomuceno, El Carmen de Bolívar y Zambrano, e hilado por las voces y manos de:  

 

- Rosina Martínez Ochoa (Zambrano)  
- Doris Tejada Rodríguez  (Zambrano)  
- Yeilis Escorcia (San Juan Nepomuceno)  
- Marelvis Julio (San Juan Nepomuceno)  
- Cecilia Miranda (El Carmen de Bolívar)  
- Norbella Ibarra (El Carmen de Bolívar) 

 

 

 

“EL AGUA NOS CONECTA, LA TIERRA NOS SOSTIENE Y LA JUSTICIA NOS 

TRANSFORMA” 
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